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Adriano Di Pietro*1

1.  LOS PRINCIPIOS EN LA FORMACIÓN DEL ORDENAMIENTO 
EUROPEO Y LAS COMPETENCIAS EN MATERIA TRIBUTARIA

Con los principios fue creada la Comunidad Europea, sin ser conscientes de ello. Las 
disposiciones con las cuales el Tratado de Roma había querido definir el papel de las nue-
vas instituciones tenían un carácter jurídico. Un papel que, en la evolución de los Tratados, 
habría sido progresivamente formalizado, reforzando el procedimiento constitutivo de la 
originaria Comunidad Económica Europea, con la atribuciones de competencias por los 
Estados. Sin embargo, la competencia tributaria nunca ha obtenido, en los distintos Trata-
dos europeos, un explícito reconocimiento, a pesar de que los principios jurídicos se han 
ido progresivamente afirmando y consolidando con un valor constitucional, hasta ser obje-
to de un protocolo específico, primero en el Tratado de Maastricht y luego en el de Lisboa. 
De ahí, la dificultad de dar una completa y precisa definición al principio de atribución 
sobre el cual, desde el Tratado de Roma, se ha basado toda la arquitectura jurídica de la 
Unión Europea. Aquélla con la cual se ha creado un ordenamiento totalmente original por 
su soberanía organizativa y su capacidad de coordinación, con una dinámica de integración 
progresiva entre los ordenamientos, en función, primero, de la integración económica, y, 
después, del espacio jurídico europeo afirmado en el Tratado de Lisboa.

En todos estos años, por tanto, el destino y la eficacia de los principios jurídicos en 
materia tributaria han estado confiados al objetivo de la integración económica que, ya 
desde el Tratado de Roma, había puesto, explícitamente, el primer y originario límite al 
poder tributario estatal. Aquél que requería, con la armonización de la imposición indirec-
ta, modelos impositivos de origen europeo, sustrayéndolos de las regulaciones nacionales. 
Más allá de este importante límite, la integración económica ha permanecido, de todas 
formas, como un objetivo jurídico que, por su amplitud, habría podido afectar a todos los 
sectores tributarios y no solo aquéllos caracterizados por modelos impositivos y aplicativos 
de los impuestos indirectos. La fiscalidad, de hecho, ha mantenido una amplia posibilidad 
de incidir sobre los objetivos de integración económica, una vez considerada, en el plano 
europeo, la eficacia económica del ingreso tributario más que su función financiera, que 
era la que le había caracterizado en las tradiciones jurídicas nacionales.

*. Traducción realizada por Fernando Fernández Marín (Universidad de Almería).
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Con esta dificultad irresuelta en materia tributaria resulta incierta la delimitación de las 
competencias que, en nombre de la subsidiariedad, afirmada ya en el Tratado de Roma, habría 
sido necesaria definir. De nuevo, debería haber sido la integración económica la que tendría 
que haber definido las actuaciones que deberían haber sido competencia de la Unión Europea, 
allí donde la integración no se hubiese podido alcanzar en grado suficiente por los Estados 
miembros, ni a nivel central ni a nivel regional o local, sino sólo por la Unión, en función del 
alcance o de los efectos de la actuación en materia tributaria. Por tanto, en nombre de la sub-
sidiariedad, la integración económica, por un lado, ha sido sustraída de la competencia de los 
Estados, también por sus efectos en materia tributaria, si bien con el límite de las medidas 
europeas necesarias para su eficacia normativa y aplicativa; por otro lado, ha impuesto a los 
Estados la plena responsabilidad de hacer efectivas las medidas normativas y de aplicación 
adoptadas por la Unión Europea en sus competencias reconocidas, también en materia tribu-
taria. Una obligación, ésta, coherente con la leal colaboración que constituye otro principio 
jurídico de la arquitectura institucional de la Comunidad, primero, y de la Unión, después.

No se han puesto en discusión, en esta difícil tarea de definición de las competencias en 
materia tributaria, ni el poder impositivo, ni la función financiera. Ambas han permanecido 
como prerrogativas estatales, en coherencia con la responsabilidad política de los Estados en 
sus propios territorios, que no ha cambiado, porque se reconoce como más cercana a los 
ciudadanos.

Además, los Estados quisieron garantizar que las competencias de la neonata Comuni-
dad Europea no excediesen los límites necesarios para conseguir los objetivos que, enton-
ces, eran todos funcionales a la integración del mercado. Aquellos mismos objetivos que 
los Estados compartían en nombre de la leal colaboración y que habrían concurrido a rea-
lizar garantizando, en suma, la coherencia con sus propios sistemas jurídico-tributarios con 
el objetivo primario de la constituida Comunidad Económica Europea. Por esto, los Estados 
han aceptado límites a su propia soberanía y, de modo explícito, a la soberanía impositiva 
en los impuestos indirectos. Para esto, también habrían, por tanto, orientado progresiva-
mente la interpretación de las disposiciones fiscales que finalmente estaban, directa o 
indirectamente, afectadas por el ordenamiento europeo.

Por tanto, resulta difícil imaginar en materia tributaria, también después del Tratado de 
Lisboa, una distribución estable de las competencias que no resulte confiado además de al 
proceso de armonización de la imposición indirecta, a la aplicación misma de los principios 
de atribución, subsidiariedad, proporcionalidad, leal colaboración sobre los que se fundaba 
la arquitectura jurídica europea. De la interpretación y de la aplicación de estos principios 
depende todavía hoy la competencia tributaria, con una distribución variable que, en con-
traste con la creciente importancia de las opciones y de los regímenes impositivos naciona-
les sobre la integración económica europea, puede alterar la propia función de los princi-
pios jurídicos de la Unión Europea. A estos se les intima para que definan los límites de la 
competencia en materia tributaria cuando, en cambio, deberían haber asegurado su cohe-
rente y uniforme aplicación en toda la Unión Europea.

Difícil imaginar, sin principios, la evolución continua de las relaciones de los sistemas 
tributarios con el ordenamiento europeo, de acuerdo con una dinámica que parece todavía 
imparable. De hecho, los principios, al mismo tiempo, han inspirado y orientado el difícil y 
complejo proceso de integración económica que ha afectado también al sector fiscal y a los 
ordenamientos tributarios nacionales. La dinámica de estos años de experiencia con la plena 
y completa integración económica ha evidenciado como ha sido determinante la contribución 
de los principios bien para definir la relación entre el ordenamiento europeo y los nacionales; 
bien para inspirar una dinámica hacia la integración jurídica que ha afectado también al sec-
tor tributario; bien para dar a tal evolución una eficacia estable y penetrante en los ordena-
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mientos nacionales que no sólo se ha referido a los modelos impositivos y a los regímenes 
fiscales. Una dinámica que ha terminado por afectar a los ordenamientos nacionales en todo 
su conjunto, más allá de las específicas previsiones, primero, de las fuentes comunitarias y 
de las de la Unión, después.

De hecho, han sido los principios los que inicialmente han inspirado la armonización 
fiscal para después consentir la superación de los límites de la competencia atribuida. En 
definitiva, los principios han concurrido para afirmar plenamente la primacía del ordenamien-
to europeo también allí donde habría sido difícilmente imaginable una consecuencia fiscal 
en la aplicación del Derecho de los Tratados. Realmente, la soberanía impositiva no habría 
podido, ni permanecer dentro de los límites en la que la había puesto el modelo originario 
de relaciones entre los ordenamientos, ni confiarse a una subsidiariedad que, dada la pleni-
tud de la soberanía impositiva nacional y ante la falta de una competencia específica europea, 
habría constituido un obstáculo casi insuperable para la integración europea: la que, una vez 
definida como objetivo primario de la armonización había animado la rápida evolución de 
los Tratados, con efectos también sobre el sector tributario. De aquí, la progresiva relativiza-
ción de la soberanía impositiva que, en la dimensión interna, se había siempre afirmado como 
absoluta, pero que si hubiese permanecido así, habría hecho difícil el objetivo de la integra-
ción económica y habría debilitado la primacía jurídica que lo acompañaba. Por tanto, la 
soberanía impositiva habría de medirse con un objetivo tan importante y siempre incisivo con 
la dinámica de integración jurídica de los ordenamientos, alterando los términos mismos de 
la relación entre los ordenamientos. Ésta, definida originariamente por el modelo del Tratado 
de Roma, está fundada sobre los límites fijados en la cesión de soberanía de los Estados en 
razón sólo de las competencias y de los objetivos necesarios para la creación de una Comu-
nidad Económica. La propia dinámica de la integración económica ha requerido, finalmente, 
una implicación de los ordenamientos tributarios, en su totalidad y con su complejidad, que 
no habría podido ser definida a priori. En cambio, habría requerido, como de hecho ha suce-
dido, de una verificación continua de los modelos impositivos y de los regímenes tributarios 
nacionales. Sólo así se habría podido garantizar la plena aplicación y la segura compatibilidad 
de su transposición nacional. Este marco relativo debía estar siempre inspirado y ponerse en 
apoyo del orden jurídico del mercado que la integración económica exigía también en el 
campo tributario, en nombre de principios asimilados y jurídicamente fundados, como la 
neutralidad, la justa competencia, la prohibición de discriminación por residencia y de res-
tricción de las libertades económicas. Cuanto más se han afirmado éstos, gracias también a 
su creciente eficacia jurídica, más difícil ha sido proporcionar los límites de soberanía de los 
Estados miembros. Éstos, de hecho, han sido superados continuamente por la misma diná-
mica económica, haciendo difícil graduarlos a la originaria proporcionalidad de las compe-
tencias europeas y, con ésta, también a la eficacia de los otros principios jurídicos. La difusión 
de estos últimos ha crecido progresivamente, así como su eficacia, también en una distribu-
ción variable de competencias como en la materia tributaria. Así, su papel de fundamento y 
garantía de la primacía del ordenamiento europeo ha permitido su penetración y difusión en 
los sistemas tributarios nacionales. Una eficacia a la que no se habría podido oponer una 
soberanía impositiva nacional que continuase a permanecer o a afirmarse como absoluta, 
como en las tradiciones jurídicas nacionales. habría debido, en cambio, respetar los objetivos 
a conseguir, en nombre de una integración económica, a medida que estos se extendían, en 
coherencia con la dinámica económica del mercado europeo. Ésta, de hecho, intimaba, en 
coherencia, una eficacia igual de la dinámica jurídica nacional, en función siempre de una 
mayor integración con el ordenamiento europeo.

En estos años de definición dinámica de las relaciones entre los sistemas tributarios y el 
ordenamiento europeo, la función de los principios ha sido constante. ha ido, más allá, de un 
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apoyo a la correcta y eficaz interpretación de aquellos sectores de la imposición indirecta que 
han sido confiados, desde el Tratado de Roma, al Derecho derivado. En estos años los principios 
han servido, y aun sirven, para salvaguardar y para definir la dinámica de los sistemas tributarios 
nacionales en el ordenamiento europeo. han permitido bien superar los egoísmos financieros 
nacionales, bien reconducir a una única matriz económica, como la consagrada en el mercado 
europeo, los distintas culturas jurídicas que, también en el campo tributario, podían concurrir 
para debilitar la armonización que las veía y las ve como exclusivos protagonistas de la adapta-
ción de los sectores armonizados, en cuanto prerrogativas de los Estados nacionales.

Los principios se han colocado, en estos años, más allá de los conflictos políticos que 
retardan o paralizan los procesos de integración política, provocados, como son, por la 
necesaria búsqueda de la unanimidad de los consensos de los Estados miembros. Resulta, 
de hecho, siempre más difícil adoptar soluciones de Derecho positivo en el sector tributa-
rio a medida que se amplía la participación de los Estados miembros y se confirma su peso 
político igual, prescindiendo de su consistencia económica y financiera.

Con la creación y la consolidación del ordenamiento europeo, sobre la subsidiariedad, 
sobre la proporcionalidad, sobre la leal colaboración, sobre la primacía de los objetivos de la 
integración económica que la efectividad ha conseguido traducir en una amplia y general 
eficacia, se han fundado y definido, también en el campo tributario, las relaciones entre los 
ordenamientos, el europeo y los nacionales. En la visión definida por el Tribunal Constitu-
cional, los ordenamientos que habrían debido, en todo caso, presentarse como autónomos 
e independientes; han encontrado, finalmente, en los mismos principios jurídicos, la razón 
y el fundamento de una dinámica de integración progresiva con el ordenamiento europeo. 
Con esta dinámica se han superado, bien la inadecuación de la armonización fiscal, a pesar 
de estar apoyada por la obligación normativa de realizar completamente la integración eco-
nómica; bien la debilidad jurídica de la coordinación de los sistemas tributarios, sin estar 
apoyado por el efecto normativo de la armonización; bien la precariedad de la aproximación 
de las disposiciones fiscales, confiada a la valoración de oportunidad o de conveniencia de 
los sistemas tributarios nacionales. La dinámica de la integración jurídica, también en el 
campo tributario, ha permitido avanzar en una eficacia recíproca entre ordenamientos, tam-
bién cuando faltaba un ejemplo o un modelo impositivo; ha permitido beneficiarse de una 
eficacia más intensa de los modelos impositivos porque ha creado obligaciones más pene-
trantes en la autonomía tributaria nacional; ha impuesto el respeto a la soberanía, no tocada 
por la armonización en nombre de la primacía de la libertad del mercado, cuando afectaba a 
relaciones transfronterizas; ha perseguido, aunque con dificultad, la búsqueda de las razones 
del reparto de la imposición entre los Estados en el mercado europeo y de la coherencia de 
los sistemas tributarios nacionales, en el marco heterogéneo de coordinación que habría 
debido permitir superar los límites de la armonización en el sector fiscal.

2.  LOS PRINCIPIOS PARA LA DINÁMICA DE LOS ORDENAMIENTOS Y 
LA TRANSFORMACIÓN EUROPEA DE LOS SISTEMAS TRIBUTARIOS

La dificultad en la afirmación de esta dinámica en las relaciones entre ordenamientos ha 
sido causada también por la ordenación políticamente incompleta de la Unión: la debilidad de 
la armonización, la precariedad de la aproximación de legislaciones, lo genérico de la coordi-
nación, han reflejado, sobre todo en el ámbito tributario, la incapacidad de traducir en términos 
jurídicos las relaciones, descuidadas en el ordenamiento europeo, entre la función económica 
del tributo impuesta por la integración económica y aquélla financiera tradicional de los Esta-
dos. Con los años, la ordenación de los sistemas tributarios ha llegado a ser más conforme con 
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los modelos y los principios europeos, si bien no se ha conseguido encontrar, tampoco en la 
más reciente y, sin embargo, más avanzada, edición de los Tratados, una solución coherente con 
la fuerza de esa integración jurídica que ha representado una experiencia finalmente comparti-
da por los Estados también en el campo tributario. La creación y la consolidación de un orde-
namiento europeo han ciertamente apoyado tal dinámica, pero la fiscalidad sufre todavía la 
ausencia de una competencia específica. De hecho, después del Tratado de Lisboa la fiscalidad 
tampoco está todavía explícitamente afirmada. Permanece siempre dividida entre la competen-
cia exclusiva de la Unión, correspondiente a la creación de la Unión Aduanera y la competencia 
concurrente con los Estados nacionales, que se extiende sobre diversas y heterogéneas materias, 
unidas sólo por reflejos económicamente apreciables por las fiscalidades nacionales como suce-
de en el mercado interno o en la competencia. En el primer caso, la competencia tributaria ha 
tenido el efecto positivo de uniformar el régimen y la regulación de los aranceles aduaneros; 
en el segundo caso, las dificultades del reparto de competencias han sido superadas, si bien 
parcialmente, por la obligación de armonización impuesta por los Tratados a la fiscalidad nacio-
nal, con el efecto de reducir progresivamente las diferencias de aplicación nacional, aunque con 
el sacrificio de la territorialidad. Así ha sucedido con los modelos de imposición sobre el con-
sumo y sobre la producción cuya regulación se ha vuelto siempre menos mutable debido a los 
efectos interpretativos inspirados en la aplicación y en el respeto de los principios jurídicos, 
como la proporcionalidad o la efectividad o de alguno específicamente caracterizador de algún 
impuesto armonizado, como ha sucedido con la neutralidad en la imposición sobre el consumo.

También cuando los modelos impositivos han permanecido nacionales, como la imposi-
ción indirecta sobre la concentración sobre capitales, el efecto del ordenamiento europeo ha 
sido, incluso, más penetrante. ha logrado hacer desaparecer, como ha sucedido en Italia, la 
imposición indirecta sobre actos societarios, sustrayendo a un régimen consolidado desde 
hace un siglo, con el Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documen-
tados, todos los actos societarios, con la única excepción de las transmisiones inmobiliarias.

También fuera de investidura de la armonización, la dinámica de la integración económica, 
siempre apoyada por los principios jurídicos, ha movido a los Estados a reducir progresivamen-
te las diferencias entre los regímenes de los rendimientos transfronterizos y de los internos; a 
revisar los regímenes formales de aplicación cuando su eficacia en los ordenamientos internos 
podría depender del resultado de la integración económica efectiva en un mercado que ahora 
se convertido en europeo. Ésta no habría podido tolerar tales diferencias aplicativas de los tri-
butos armonizados que pudiesen minar la primacía y la efectividad del ordenamiento europeo.

Un éxito, a lo largo de los años de integración jurídica que ha ido más allá de las difi-
cultades del concreto reparto de las competencias tributarias, que ha superado también los 
límites de la armonización, que se ha afirmado sólo gracias a la eficacia de esos principios 
jurídicos que, aplicados en el ámbito tributario, han contribuido a reconducir a la unidad 
la variedad de las medidas o de los regímenes fiscales, la amplitud y la heterogeneidad de 
los sectores tributarios implicados, dando así, al mismo tiempo, fundamento y eficacia al 
proceso de integración jurídica en el campo fiscal.

3.  LA INTERPRETACIÓN DE LOS PRINCIPIOS POR EL ORDENAMIENTO 
Y LOS PRINCIPIOS PARA LA INTERPRETACIÓN DE LOS 
ORDENAMIENTOS TRIBUTARIOS NACIONALES

Vista desde la perspectiva europea, la evolución de los ordenamientos, también en mate-
ria tributaria, tenía y continúa teniendo necesidad de principios. Aquellos que los Tratados han 
reconocido y que, gracias a la jurisprudencia, han sido definidos y cualificados, contribuyendo 
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a calificar como ordenamiento a un complejo normativo seguramente original como el que se 
ha creado por efecto de la combinación de los Tratados europeos y el Derecho derivado. Por 
tanto, en los principios convergen las expectativas y las garantías del ordenamiento europeo 
y gracias a ellos se afirma la primacía. Esto tiene un efecto generalizado e implica, directa o 
indirectamente, a los ordenamientos nacionales, ya integrados con el europeo. Así, se han 
combinado competencias exclusivas de los aranceles aduaneros con las competencias nacio-
nales concurrentes que, siempre con la más amplia dimensión de la integración del mercado, 
han contribuido, ya establemente, a la plenitud de las libertades económicas. Ésta habría podi-
do ser socavada por los regímenes fiscales nacionales restrictivos y por tanto se ha abogado, 
cada vez más, por una defensa de la competencia en un mercado europeo que no puede 
aceptar limitaciones provocadas por las disminuciones o exclusiones de cargas fiscales, como 
las originadas por las exenciones sectoriales o territoriales en la Imposición sobre la renta.

Por el mercado y su integración, el papel financiero de los tributos debe integrarse con 
su rol instrumental de política económica. En su nombre, la primacía del ordenamiento 
europeo está ya asimilada, también en el sector fiscal y debe ser garantizada en la forma-
ción, en la aplicación y en la interpretación de los sistemas tributarios nacionales. También 
estos participan del carácter original y ecléctico del ordenamiento europeo: que encuentra 
en la integración entre los ordenamientos su carácter fundamental y no restringible; que 
valoriza un pluralismo jurídico coherente primero con la integración económica y después 
con el espacio jurídico europeo de libertad y seguridad, tras el Tratado de Lisboa. Una 
participación, esta de los sistemas tributarios en un proceso de integración orientado y 
fundamentado en los principios jurídicos que ya operan también sobre los modelos impo-
sitivos europeos. La propia armonización, de hecho, si bien estaba originariamente previs-
ta para los impuestos indirectos como instrumento jurídico para la integración económica, 
ha sido dirigida justamente por la interpretación que, en el marco constitucional europeo, 
ha garantizado en toda la Unión, con una aplicación uniforme de las fuentes, originarias y 
derivadas, la realización segura de los objetivos del ordenamiento europeo. Ante todo, la 
integración económica primero y su consolidación posterior, después el mercado europeo, 
hasta el actual empeño en la creación del espacio europeo de libertad, justicia y seguridad.

La interpretación ha sido, por tanto, el ligamen necesario entre los modelos impositivos 
que constituían el vínculo entre el ordenamiento europeo y las normas tributarias nacionales 
de transposición; normas necesarias para dar eficacia a las fuentes comunitarias, salvo que no 
se hubiese querido reconocer su eficacia directa en los ordenamientos tributarios nacionales. 
En los primeros intentos de armonización, las fórmulas normativas sólo podían ser genéricas, 
para conciliar las diversas culturas jurídicas que coexisten en la Unión Europea. Sin que por 
esto hayan debido abdicar de sus funciones: como la de garantizar la transposición nacional 
del Derecho europeo. Ésta, aunque diferenciada, debía sin embargo ser funcional a la reali-
zación de aquellos objetivos en los cuales se inspiraba el ordenamiento, en las relaciones 
entre las opciones impositivas compartidas por los Estados y la integración económica euro-
pea.

La interpretación debía, por tanto, asegurar que la transposición, aunque no necesaria-
mente uniforme, como hubiese sido deseable, encontrase soluciones aplicativas compatibles 
con los modelos impositivos, inspiradas por los principios jurídicos y coherentes con aquellos 
que justificaban y fundamentaban la armonización. La interpretación debía evitar que las 
culturas jurídicas y las fórmulas nacionales pudieran coger el barlovento sobre los modelos 
armonizados y que la regulación nacional de transposición fuese coherente con los mismos 
objetivos. Una tarea difícil que la sola definición jurídica de las fuentes europeas no habría 
podido cumplir, sin recurrir a los principios, vista, por un lado, la formulación genérica de 
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las directivas y, por otro lado, la función económica de la armonización que, impuesta por 
condicionantes europeos, su sólo elemento literal no habría podido por sí sólo realizar.

Las garantías del ordenamiento europeo, que la armonización fiscal habría debido rea-
lizar, han tocado al Derecho derivado donde era más evidente la relación entre los ordena-
mientos. Esto, por tanto, se ha convertido en un importante banco de pruebas de los 
principios sobre los que la Carta Europea había querido fundar la creación de un ordena-
miento propio y con los cuales había querido definir la integración económica, en la varie-
dad y en la particularidad de los instrumentos fiscales a utilizar.

Con una combinación coherente con la sistematización del mismo ordenamiento euro-
peo, la subsidiariedad, en este caso, ha sido superada por efecto de la sujeción que, con la 
armonización, imponía el Tratado, la primacía de la integración económica en el ámbito de 
la imposición indirecta.

Además de lo anterior, la neutralidad y la justa competencia han contribuido a garan-
tizar la aplicación de modelos impositivos armonizados, delimitando el residual poder 
impositivo nacional en la transposición de la directiva, en la adopción de formas de impo-
sición que se pudieran superponer al IVA y los aranceles aduaneros, como las exacciones 
de efecto equivalente, en la regulación de las formas y de los procedimientos de aplicación 
de los modelos armonizados que podrían excluir la neutralidad o limitar la competencia.

Finalmente, la efectividad sirve para extender la obligación de compatibilidad de las 
opciones impositivas nacionales o de los correspondientes regímenes más allá de los mode-
los armonizados. De hecho, era necesario evitar que las legislaciones nacionales pudieran 
limitar u obstaculizar la integración económica europea, bien actuando sobre las libertades 
económicas, restringiéndolas a través de regímenes fiscales trasfronterizos, bien provocan-
do discriminaciones sobre las rentas de los residentes y no residentes, o bien alterando las 
condiciones de competencia en el mercado europeo, concediendo reducciones o beneficios 
fiscales sólo a algunos operadores o sólo en determinados territorios. De hecho, en todos 
estos casos la relación con el ordenamiento europeo de los sistemas tributarios nacionales 
ha descendido más allá de los límites de las competencias atribuidas al Derecho derivado, 
con la inicial previsión de la armonización de los impuestos indirectos. Los Estados no 
habrían podido sustraerse al deber de leal colaboración cuando éste, en nombre de la 
integración económica, imponía sus limitaciones a la soberanía e impedía establecer obstá-
culos normativos que no fuesen proporcionados a los intereses nacionales apreciados en 
cuanto tales por el ordenamiento europeo. Sea prueba de ello la afección directa de las 
rentas transnacionales donde la subsidiariedad, justificada por la falta de competencia en 
materia de impuestos sobre la renta, ha debido plegarse a la primacía del ordenamiento, 
cuando se trataba de afirmar las libertades que caracterizan de manera original la creación 
del mercado interno al cual se dirige el ordenamiento europeo.

La efectividad, en este caso, asume la garantía de los límites impuestos a las opciones 
nacionales que inciden directamente sobre las relaciones transnacionales e indirectamente 
sobre las nacionales. La proporcionalidad está al servicio de la reducción de eventuales 
márgenes de apreciación normativa de los Estados para limitar la aplicación de los regíme-
nes nacionales que pudieran estar en conflicto con las libertades económicas y por tanto 
habrían sido incompatibles con la efectividad con la que éstas fueron inspiradas. La leal 
colaboración ha sido útil para urgir a los Estados a que desmantelen progresivamente aque-
llas medidas fiscales nacionales que, regulando rentas transnacionales, resultasen incompa-
tibles con las libertades económicas, una vez que éstas, habrían reducido el espacio de 
autonomía normativa nacional en nombre de los principios jurídicos, de acuerdo con una 
fértil exposición desarrollada de manera original por la jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia. Se ha tenido así, en años, una confirmación ulterior del papel que la interpretación 
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de los principios ha asumido en la evolución del ordenamiento, contribuyendo a sostener 
la progresiva expansión del ordenamiento europeo en los sistemas tributarios nacionales.

Con este objetivo, la aportación interpretativa ha sido ciertamente la primera contribu-
ción de los principios a la progresiva integración de los ordenamientos. De hecho, la aplica-
ción uniforme del Derecho europeo ha orientado la interpretación del Tribunal de Justicia 
con criterios de hermenéutica que, privilegiando al funcional, han terminado exaltando la 
importancia y la eficacia de los propios principios. La interpretación dirigida por ellos ha 
contribuido por tanto a reforzar al propio ordenamiento que se basaba en ellos. En su nueva 
responsabilidad europea, los jueces nacionales, han actuado más allá de la analogía legis o 
iuris, con las cuales han preservado los propios sistemas, también los tributarios, para supe-
rar las dificultades interpretativas o para obviar las lagunas normativas nacionales. Gracias a 
tal obra interpretativa nacional, los principios jurídicos europeos han penetrado de un modo 
siempre más amplio e incisivo en los sistemas tributarios nacionales, en coherencia con las 
nuevas fronteras de la fiscalidad europea que la jurisprudencia europea progresivamente 
definía. Un recorrido dinámico de la fiscalidad europea que ha pasado de las competencias 
explícitas, como las reconocidas por la armonización de la imposición indirecta, a las implí-
citas, que se refieren las nuevas directivas, con la fuerza del reparto de la imposición nacional, 
aún sin modelos armonizados, con influencia sobre el Derecho interno. De hecho, éste ha 
sido llamado a dar aplicación a las directivas europeas y, al mismo tiempo, a asegurar una 
progresiva equiparación de los rendimientos nacionales con aquellos transnacionales.

4.   DE LA INTERPRETACIÓN A LA INTEGRACIÓN FISCAL:  
LA EVOLUCIÓN DEL PAPEL DE LOS PRINCIPIOS EN EL 
ORDENAMIENTO

han sido los principios jurídicos los que han guiado a los jueces en una interpretación 
de las normas internas que fuese europea, un esfuerzo que ha implicado siempre mayores 
sectores de los sistemas fiscales nacionales. Los mismos principios también han obligado a 
los jueces nacionales a un mayor juicio riguroso sobre las normas fiscales internas para 
verificar que fuesen compatibles con el ordenamiento europeo o para proceder eventual-
mente a su inaplicación.

El éxito de los principios ha sido también el éxito de la jurisprudencia: ésta ha sostenido 
su eficacia, en la visión de la integración fiscal, con una fuerza cada vez más vinculante, dada 
precisamente por los principios de derecho que refuerzan su afirmación frente a todos los 
jueces y no sólo con los de remisión. Con los principios jurídicos se procede a la integración 
de los ordenamientos; sobre ellos se funda también el juicio de compatibilidad de las medidas 
nacionales que en lugar de estar confiada a los jueces nacionales se acompaña cada vez más 
de manera más frecuente con la solución interpretativa del Tribunal de Justicia.

Esto ha ocurrido para los diversos sectores tributarios. ha afectado a la imposición 
patrimonial, la del patrimonio neto de las sociedades de capital, por los efectos económi-
camente equivalentes a los de un impuesto indirecto sobre las aportaciones de capital. 
También en varios aspectos aplicativos a los impuestos indirectos que gravan la concentra-
ción de capitales, como los de los pagos efectuados para cubrir pérdidas, a los bonos, a las 
formas de imposición compatibles en cuanto reconocidas de carácter remunerativo.

Un éxito jurisprudencial coherente con el papel que los principios jurídicos han asu-
mido en el desarrollo de la integración jurídica en Europa. Los efectos sobre los sistemas 
tributarios han sido ciertamente más incisivos que lo que la simple eficacia interpretativa 
habría podido satisfacer. De hecho, de los principios jurídicos han dependido los mejores 
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resultados de la efectividad, como la plena realización de la integración económica en la 
que participan también los modelos impositivos y los regímenes fiscales nacionales y que 
ha requerido en éstos una obligación jurídica tanto más eficaz cuanto más necesaria para 
lograr la plena integración jurídica.

Tales principios, por tanto, han actuado también fuera de los limites definidos por las 
fuentes europeas y han contribuido, poniéndose como parámetro de compatibilidad de los 
regímenes fiscales nacionales con el ordenamiento europeo y como legitimación de los 
jueces, para una eventual inaplicación de la normativa fiscal nacional, a una definición 
dinámica de los confines entre las competencias nacionales y la europea en materia tribu-
taria. Una evolución que en estos años la jurisprudencia europea ha contribuido a desarro-
llar y que la simple interpretación de los mismos principios, desde su acepción del Derecho 
interno, no habría podido asegurar. No se habría podido afirmar la dimensión entre los 
ordenamientos como la que la europea ofrece de un modo original y que los correspon-
dientes principios deben asegurar, para el sostenimiento íntegro de un sistema jurídico 
europeo que puede integrar los niveles supranacional y nacional también en el campo 
tributario. Tal responsabilidad, para ser plena, no habría podido limitarse a juzgar la com-
patibilidad de las opciones fiscales nacionales y de su transposición, además de los actos 
de la administración, sin implicar también a los derechos, no sólo las responsabilidades en 
las relaciones dentro de la Unión. Como tales los derechos, también en materia tributaria, 
son tutelables en cada una de las jurisdicciones nacionales en coherencia con la obligación 
de los Estados, también después de la integración económica, de definir las nuevas fronte-
ras de la fiscalidad nacional respecto de la europea.

5.  LOS PRINCIPIOS JURÍDICOS Y SU PAPEL EN LA PROGRESIVA 
INTEGRACIÓN DE LOS SISTEMAS TRIBUTARIOS NACIONALES

El ordenamiento europeo confía, ante todo, a la efectividad su eficacia y su primacía, 
tanto como para ponerla, al mismo tiempo, como la razón misma de su propia afirmación 
y garantía para la realización de los objetivos que lo inspiran. Por esto, la efectividad ha 
seguido la evolución del ordenamiento europeo, en particular, en aquellos sectores en los 
que las competencias repartidas entre la Unión Europea y los Estados miembros han hecho 
móvil la definición de los límites y han necesitado de una intervención constante y eficaz 
de la jurisprudencia, también después de que el Tratado de Lisboa haya podido definir por 
primera vez el reparto de las competencias. El sector tributario al no encontrar un recono-
cimiento específico en el Tratado, aunque prevé el reparto, está de nuevo dividido entre la 
Unión Europea y los Estados miembros. La eficacia del ordenamiento en este sector está 
por tanto condicionada a los reflejos de los regímenes o de las opciones fiscales sobre otras 
competencias compartidas como el mercado interno o la competencia. Sin esta específica 
atribución en el campo tributario, la efectividad ha contribuido a definir las relaciones con 
los sistemas tributarios nacionales más allá de las obligaciones de armonización que ya 
habían, con la entonces Comunidad Económica, definido el área de intervención del orde-
namiento europeo en el Tratado de Roma.

Con esta definición dinámica de los confines de la competencia tributaria, la efectivi-
dad, en nombre, primero de la afirmación y, después, de la consolidación de la integración 
económica, ha progresivamente ampliado las obligaciones europeas. ha afectado a sectores 
de los ordenamientos tributarios nacionales, bien alejados de la aplicación de un modelo 
impositivo armonizado de los impuestos indirectos que originariamente había caracterizado 
la actuación en los sistemas tributarios nacionales. La efectividad ha afectado a cuestiones 
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relativas a la aplicación de los impuestos indirectos, que no habían sido armonizadas; se ha 
extendido también a aspectos sancionatorios, si bien en relación con los aranceles aduane-
ros donde existía una regulación europea; ha incidido sobre los procedimientos nacionales 
de devolución de los impuestos armonizados; ha luchado contra las prohibiciones o pre-
sunciones de los sistemas tributarios nacionales cuando ponían límites al pleno y eficaz 
ejercicio de derechos que tenían fundamento en el ordenamiento europeo. La efectividad 
ha permitido el control de la compatibilidad de las condiciones impuestas por los sistemas 
tributarios nacionales para la aplicación de regímenes transfronterizos, como ha sucedido 
en los regímenes nacionales de los exit tax (en este caso de manera integrada con el prin-
cipio de proporcionalidad) o para la presunción de residencia o de la sede secundaria; ha 
reconducido a una finalidad declaradamente abusiva y no de sistema, a los regímenes nacio-
nales de imputación por transparencia para los grupos internacionales con los que los 
Estados han querido luchar contra la elusión fiscal internacional y los paraísos fiscales. La 
efectividad ha inspirado también la siempre mayor incidencia de las fuentes comunitarias 
en los sistemas tributarios nacionales, implicando también al sector tributario en el proce-
so de eficacia directa de las disposiciones de las directivas, que ha ciertamente crecido, con 
la responsabilidad de los jueces nacionales, también por los derechos de los contribuyentes 
nacionales y su tutela. En esto la efectividad ha influido directamente en la función juris-
diccional en su articulación procesal hasta justificar la apreciación de oficio de una eventual 
incompatibilidad de la norma nacional con el ordenamiento europeo y la superación de la 
autoridad de la cosa juzgada nacional. Corolario de la amplia relevancia de la efectividad, 
es el abuso del derecho que, nacido como comunitario, como garantía de la efectividad ha 
asumido posteriormente una eficacia general. Se ha convertido, de hecho, en un principio 
inmanente a todo el ordenamiento europeo en el que se van integrando cada vez más los 
nacionales y, con ellos, también los propios del sistema tributario, a pesar del siempre móvil 
confín de la competencia concurrente en materia tributaria. Esto confirma la cada vez más 
extendida e incisiva efectividad que se ha convertido, con el tiempo, en un principio de tal 
relevancia y de tal amplitud para situarse como un principio de principios o como meta-
principio. De este modo la efectividad contribuye a exaltar también el papel en el ordena-
miento de otros principios y, en consecuencia, también su eficacia en el ámbito tributario. 
Como confirmación ulterior del grado de integración jurídica que indica la evolución de 
las relaciones entre el ordenamiento europeo y los sistemas tributarios nacionales.

Así sucede en la subsidiariedad que, nacida para definir los límites de expansión del 
ordenamiento europeo respecto de los nacionales, habría debido salvaguardar las áreas de 
intervención normativa nacional. Una garantía fuerte, porque actuando según la lógica de 
la atribución de la soberanía sobre la cual se había fundado la relación entre los ordena-
mientos nacionales y el europeo y que encontraba una plena afirmación en el campo tri-
butario en la previsión de armonización de los impuestos indirectos y en el procedimiento 
de aprobación de las fuentes basada en el consenso unánime de los Estados. En nombre 
de la subsidiariedad se habría debido censurar las opciones europeas que, normativa o 
administrativamente, excedieran los límites de atribución de la soberanía. En cambio, la 
subsidiariedad ha sido progresivamente erosionada por la cada vez más definida primacía 
de los objetivos de la Unión Europea, en nombre de la integración económica que ha pro-
ducido una progresiva integración jurídica de los ordenamientos nacionales: que ha supe-
rado la originaria contraposición y se ha colocado más allá de la paralela expansión como 
sistemas jurídicos considerados autónomos e independientes del ordenamiento europeo.

La subsidiariedad, por tanto, también en el sector tributario, se integra en aquel repar-
to de competencias que, afirmado solemnemente como principio de atribución, ha tenido 
el efecto de implicar, originariamente, sólo al sector de la imposición indirecta sobre el que, 
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en el Tratado de Roma, se imponía la obligación de armonizar, para posteriormente supe-
rarlo en nombre de las libertades económicas y de los efectos que sobre la ordenación de 
la integración económica podían tener las opciones tributarias nacionales, también en sec-
tores y para ámbitos que originariamente no entraban en el objetivo de la armonización.

La efectividad, posteriormente, se ha acompañado de la proporcionalidad: que había sido 
considerada necesaria en la definición originaria de las relaciones entre los ordenamientos 
nacionales y el europeo. Debía servir para evitar que los límites impuestos a la competencia 
exclusiva o compartida de la Comunidad Económica en creación pudieran después ser supe-
rados por las instituciones europeas en el ejercicio de sus poderes atribuidos por los Estados 
miembros. Queda, de la proporcionalidad, la capacidad de adecuar los medios a los fines, pero 
en el marco cambiante de integración progresiva de los sistemas tributarios en el ordenamien-
to europeo, se dirige ya de manera estable a verificar la adecuación no sólo de las opciones 
de transposición nacional a los límites comunitarios de la armonización fiscal, sino también 
de los regímenes formales que aportan restricciones a la aplicación de los modelos armoniza-
dos o que se basan en presunciones que pueden limitar o impedir el ejercicio de derechos de 
fundamento europeo. Finalmente, en nombre de la proporcionalidad se ha querido medir la 
eficacia de las restricciones justificadas a las libertades económicas o permitidas por las direc-
tivas que, en materia de impuestos directos, se han limitado a un reparto de la imposición 
entre los Estados, como las de los grupos transfronterizos implicados en la circulación de 
dividendos, en las fusiones, en las financiaciones o en la utilización de los bienes inmateriales.

La efectividad permite también la evolución del principio de leal colaboración que 
impone a la Unión y a los Estados miembros respetarse respectivamente en el cumplimien-
to de sus deberes derivados de los Tratados. Obligaciones reciprocas que, en la evolución 
de las relaciones entre los ordenamientos, después han incluido también aquellas que en 
el sector tributario, los Estados habrían debido respetar a medida que las obligaciones de 
armonización se hacían más rigurosas, que los regímenes fiscales nacionales transfronteri-
zos debían respetar las libertades económicas y que las medidas nacionales que disminuían 
o eliminaban la carga fiscal sobre alguna categoría de sujetos se convertían en potencial-
mente lesivos de la competencia fiscal en Europa.

Por último, el principio de igualdad de tratamiento ha avanzado acompañando a un 
mercado integrado y cubre, ahora, las interpretaciones que en nombre de las libertades del 
mercado reconducen la fiscalidad transfronteriza no a la originaria contraposición entre 
ordenamientos, sino a su progresiva integración, sin necesidad de continuar comparando 
las posiciones fiscales de los residentes y de los no residentes, pero tratando de repartir el 
poder impositivo de los Estados entre los contribuyentes que circulan en el área económi-
ca europea finalmente libre.

6.  DE LOS PRINCIPIOS JURÍDICOS A LOS PRINCIPIOS GENERALES:  
EL PAPEL DE LAS TRADICIONES JURÍDICAS NACIONALES EN LA 
CREACIÓN DE UN ESPACIO JURÍDICO EUROPEO

Con los años, cuanto más se ha consolidado el ordenamiento europeo gracias a los 
principios jurídicos, más se ha alimentado, después, la integración jurídica que ha afectado 
también al sector tributario, más se ha extendido, finalmente, con la progresiva incidencia 
del ordenamiento europeo en los sistemas fiscales nacionales, la aplicación de los princi-
pios. De hecho, éstos ya no se separan entre las competencias europeas y nacionales, sino 
que apoyan la evolución continua que, desde la perspectiva de la integración jurídica, per-
mite el paso continuo del ámbito europeo al nacional.
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A su vez sobre los principios se funda también la progresiva creación y multiplicación 
de derechos, en coherencia con el carácter original del ordenamiento europeo. Este, des-
pués de haber definido la relación con los ordenamientos nacionales, procede en la reci-
proca integración no sólo a implicar a los Estados en la responsabilidad asumida con la 
cesión de soberanía, sino también a imponer a los particulares obligaciones y atribuirles, 
en coherencia, derechos subjetivos, incluso, y esto parece claramente innovador, indepen-
dientemente de las normas emanadas de los Estados miembros. Se trata de derechos que, 
referidos directamente a los ciudadanos, encuentran tutela ante los jueces nacionales; 
garantizan el fundamento de un ingreso indebido para el derecho a su reembolso, del 
mismo modo a lo que sucede ante una norma constitucional cuando se viola por una 
norma interna; justifican, aunque indirectamente, el derecho al resarcimiento que, a su vez, 
encuentra fundamento precisamente en el ingreso indebido nacional.

Así con la experiencia de estos años se ha definido el paso de la integración económi-
ca a la creación de un espacio jurídico de libertad, justicia y seguridad que se ha convertido 
en la nueva frontera de la Unión Europea tras el Tratado de Lisboa. Así ha crecido también 
el papel de los derechos: los que han aparecido en estos años son el fruto más original de 
la integración jurídica, también en el sector tributario, hasta el punto de ser reconocidos 
como tutelables ante las jurisdicciones nacionales y que ahora están destinados a cualificar 
y apoyar la nueva dimensión jurídica de la Unión. Una afirmación importante, ésta de los 
derechos, también en materia tributaria, que cualifica en un modo original la nueva crea-
ción del espacio jurídico europeo que ya no puede inspirarse y definirse sólo desde las 
libertades económicas. La nueva dimensión europea ha contribuido ciertamente a orientar 
el propio papel de los principios jurídicos: que habían apoyado la evolución del ordena-
miento europeo en sus relaciones con los ordenamientos nacionales para conseguir la 
integración económica y que después han contribuido a consolidarla y salvaguardarla. Una 
vez afirmado el mercado europeo, son los derechos los que, en el espacio jurídico europeo, 
requieren un apoyo, un reconocimiento efectivo, una tarea común de los ordenamientos, 
ya progresivamente integrados, también en el ámbito tributario. En éstos, más que a las 
libertades económicas, se inspiran los principios jurídicos que, como la efectividad, con la 
subsidiariedad, la proporcionalidad y la leal colaboración, se han convertido, al mismo 
tiempo, en garantía y atributo del espacio jurídico europeo. Una función esta, que, original 
en la creación del ordenamiento, viene enriquecida progresivamente por el reconocimien-
to y por la afirmación de los principios que las tradiciones jurídicas de los Estados habían 
reconocido y que ahora pueden contribuir a la plena afirmación del espacio jurídico euro-
peo. Una osmosis única y original, señal de una fe en un proceso de integración, en este 
caso ascendente, que sirve para afirmar una aportación nacional a la cultura de la integra-
ción, para un espacio jurídico europeo, ya establemente compartido. Por lo tanto, desde 
esta perspectiva y con esta función, los principios generales se les reconoce como parte 
integrante del ordenamiento de la Unión, si bien al menos formalmente deben ser cohe-
rentes con las competencias de la Unión las cuales dependen, sin embargo, de la renuncia 
a la soberanía, tan importante en el sector tributario.

Un papel pleno, como fuente del ordenamiento, con carácter de Derecho originario 
que ha superado el papel inicial que derivaba directamente de las tradiciones jurídicas 
nacionales: el de inspirar y orientar la interpretación del ordenamiento, el de colmar lagu-
nas. Así, ahora, los principios concurren a realizar la coherencia y la unidad del ordena-
miento europeo para asegurar que el conjunto del Derecho originario y del derivado, con 
la variedad de fuentes que la jurisprudencia ha contribuido a resaltar, pueda ser recondu-
cido a una visión unitaria, la única que pueda su vez asegurar la relación dinámica con los 
ordenamientos nacionales también en materia tributaria de acuerdo con un proceso de 
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integración que se revela cada vez más incisivo. Una dinámica que ha permitido consolidar 
la primacía del ordenamiento sin deber recurrir al necesario recorrido que el proceso de 
creación normativa imponía y que en el sector tributario estaba secuestrado por la política 
y por el consenso unánime.

Con la afirmación del principio de confianza han crecido las responsabilidades de los 
legisladores y de las administraciones nacionales al transponer y al aplicar respectivamente 
el Derecho tributario nacional, cada vez más integrado en el ordenamiento europeo. La 
confianza requiere preliminarmente una seguridad en que la formulación legislativa o la 
elaboración de los actos administrativos sea clara y comprensible, así como se exige a las 
reglas de Derecho interno. No obstante, este principio alcanza a la interpretación, en par-
ticular, la de la Administración. Ésta, al garantizar una aplicación imparcial de las normas 
nacionales, en todo el territorio nacional, cada vez más influidas por el ordenamiento euro-
peo, sobrepasa los confines administrativos naturales de la tradición nacional para consti-
tuir, de acuerdo con la interpretación europea, la mejor garantía de aplicación administra-
tiva del Derecho europeo. Con tal responsabilidad la obra de la Administración genera una 
confianza que está tutelada ante las variaciones interpretativas que, si bien son admisibles, 
no pueden sin embargo exponer al contribuyente a consecuencias perjudiciales. Éstas, ya 
tuteladas en algunos ordenamientos, como el italiano, ante las sanciones, deberían alcanzar 
también al crédito tributario, allí donde la nacional se refiera a situaciones originadas por 
el ordenamiento europeo en la más amplia acepción que sigue a la integración actualmen-
te emprendida. Ni siquiera cuando la confianza está fundada sobre elecciones legislativas 
puede eficazmente oponerse a la efectividad si esta se discute por una alteración de la 
competencia provocada por beneficios o reducciones fiscales que atribuyan una posición 
de ventaja económica a una categoría de contribuyentes. Ni siquiera la firmeza jurídica, 
asegurada por la cosa juzgada, ha podido eficazmente oponerse a la afirmación de la efec-
tividad, tampoco cuando la aplicación de la medida fiscal favorable hubiera estado justifi-
cada por la confianza legislativa: coherente y justificada por la pertenencia de los contribu-
yentes al ordenamiento nacional.

La buena fe ha conocido una vitalidad interrumpida que, en tiempos más recientes, ha 
servido para salvaguardar el derecho a la deducción del IVA, incluso en los casos de operacio-
nes subjetivamente inexistentes, en las que los operadores económicos implicados no podrían 
ignorar, con una comprobación diligente, el papel económico efectivo de su vendedor.

La seguridad ha definido establemente los parámetros de la integración del orden jurí-
dico que representa el objetivo que el Tratado de Lisboa define como espacio jurídico de 
justicia, libertad y seguridad y que la Unión está obligada a perseguir después de veinte 
años de mercado europeo. Tal principio no asegura sólo la primacía del ordenamiento 
europeo, como ha sucedido con la integración económica sino que concurre a la cada vez 
más rápida integración entre los ordenamientos también en el campo tributario. La seguri-
dad, en el nuevo orden jurídico que el Tratado de Lisboa define, se ha convertido en una 
responsabilidad compartida entre la Unión Europea y los Estados. La primera, para la apli-
cación uniforme del Derecho europeo y los segundos para la aplicación del Derecho deri-
vado, en particular, de conformidad con la interpretación europea que vincula cada vez más 
a jueces y Administraciones. Los beneficiarios son cada vez más los ciudadanos y por tanto 
también los contribuyentes, que son los destinatarios del orden jurídico de libertad, justicia 
y seguridad que representa el nuevo objetivo de la Unión.

El derecho de defensa, hoy, define establemente las relaciones de los ciudadanos con 
las instituciones europeas. Un reconocimiento formal, establecido por el Tratado de Lisboa 
como corolario del derecho a una buena administración, después de que durante años la 
jurisprudencia lo había ofrecido como aplicación de los principios comunes de las tradicio-
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nes jurídicas de los ordenamientos nacionales que han concurrido así a proteger de mane-
ra eficaz la plena tutela de los derechos garantizados por el ordenamiento europeo. Tal 
integración jurídica progresiva ha revelado la potencialidad del derecho de defensa en el 
ámbito tributario: de la plena aplicación de la normativa europea en el sector aduanero, a 
la garantía de la eficaz transposición de los modelos armonizados y de los derechos por 
ésta asegurados a través de las administraciones nacionales. No estaba en juego la compe-
tencia, que se limitaba al dato material, sino de nuevo la efectividad de los caracteres que 
califican tales modelos, como había sucedido en el IVA con los caracteres de la generalidad, 
de la proporcionalidad al precio y, sobre todo, de la neutralidad.

Gracias a la aportación de las tradiciones jurídicas nacionales y a la eficacia, en el orde-
namiento europeo, de los principios comunes a los Estados nacionales, la integración 
jurídica europea se ha enriquecido, también en el ámbito tributario, de principios de alcan-
ce general. Una contribución ésta, de los sistemas tributarios nacionales una vez que sus 
correspondientes opciones no sólo no son enemigas de la integración económica, sino que 
se han convertido en funcionales para un nuevo orden jurídico, común y compartido. 
Convertidos en principios generales estos se han añadido a los principios jurídicos en la 
protección del nuevo orden jurídico: no ya sólo el del mercado que había constituido el 
objetivo originario, sino también en materia tributaria.

Con los principios generales no sólo se juzgan las medidas o los regímenes nacionales 
por su compatibilidad con el ordenamiento europeo, así como había pasado con los prin-
cipios jurídicos, en nombre de la integración económica, en la larga y fértil estación de la 
integración en el ordenamiento europeo de los sistemas tributarios nacionales. A los prin-
cipios generales no les resulta parangonables las medidas económicas, las que habían 
perseguido la neutralidad, competencia y las libertades económicas en el mercado europeo. 
Por tales principios generales, en cambio, pueden ser tutelados los derechos de los contri-
buyentes ante la incierta o discutible transposición nacional o al sucederse interpretaciones 
nacionales o comunitarias o la variedad de medidas administrativas con las cuales se ha 
querido dar aplicación a las normas nacionales o a las europeas. Por los principios genera-
les, por tanto, se exalta el papel de la interpretación: la orientada por la jurisprudencia 
europea para una tutela de los contribuyentes ante los jueces nacionales y la de las Admi-
nistraciones nacionales en el ejercicio de las funciones tributarias, ambas unidas en la nueva 
responsabilidad europea. Por los principios generales los contribuyentes pueden requerir 
a los Estados el sacrificio de la inaplicación de las normas nacionales. Esto, según un exten-
dido parámetro de legalidad que caracteriza el nuevo orden jurídico, el del espacio europeo 
de libertad, seguridad y justicia que mide la legitimidad de los actos administrativos y la 
legalidad de las normas nacionales. Tales principios generales, por tanto, han asumido la 
fuerza jurídica que únicamente la primacía del ordenamiento europeo integrado les ha 
podido atribuir, desde el momento que los mismos principios, en el ámbito nacional, no 
habrían logrado ir más allá de los confines del propio ordenamiento. Así pueden concurrir 
a la creación de un espacio jurídico europeo, continuando en esa integración jurídica que, 
también en el campo tributario, ha caracterizado la larga estación de los principios jurídicos 
y de su efectividad más evolucionada.


